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PROYECTO DE LEY No. ___ DE 2009

“Por medio la cual se crea el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarías, y se dictan otras disposiciones”

El Congreso de Colombia
DECRETA
ARTÍCULO 1º. Objeto de la Ley. La presente Ley tiene por objeto crear el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias.
ARTÍCULO 2º. Del Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias. Dentro de los 6 meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el  Gobierno Nacional diseñará e implementará un Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias. 
ARTÍCULO 3º. Propósitos del registro: El Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias tendrá los siguientes propósitos:
a) Llevar un registro de todo ciudadano(a) que estando obligado a prestar alimentos ya sea de manera provisional o definitiva, fijados por sentencia judicial, o conciliación ante autoridad competente que conste en acta que preste mérito ejecutivo, se  encuentre adeudándolos de manera total o parcial por un mínimo de dos cuotas alimentarias.

b) Expedir certificados de reporte o no en el Registro, ante requerimiento simple de persona natural o jurídica, pública o privada.

ARTÍCULO 4º. La inscripción en el Registro o la eliminación del mismo sólo se hará por orden judicial, ya sea de oficio o a petición de parte.
ARTÍCULO 5º. Será requisito para otorgar o renovar un crédito ante cualquier Banco del País,  la exigencia de certificación en la que conste que el solicitante no se encuentra reportado en el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias.
Si con base en ese documento se encontrara la existencia de una deuda alimentaria, la entidad otorgante deberá retener el valor que aparece como reporte de deuda en el registro y depositarlo a órdenes del despacho judicial que hizo el reporte. El saldo, será girado al solicitante.
ARTÍCULO 6º. Las autoridades encargadas de expedir la credencial de cualquier cargo de elección popular en Colombia al ciudadano elegido(a) para ocuparlo, deberán exigir previamente el certificado con el que se acredite que el electo no se encuentra reportado en el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias.
Si del reporte del registro se lograré comprobar la existencia de deudas alimentarias por parte del elegido, éste no podrá recibir la credencial ni tomar posesión del cargo para el cual ha sido elegido, hasta tanto no se reciba comunicación judicial en la que se acredite que la deuda ha sido cancelada.

La certificación también será requisito para la inscripción  como candidato a cualquier cargo de elección popular, sólo con los límites que impone la Constitución.
ARTÍCULO 7º. A partir de la expedición de la presente ley, todo ciudadano como requisito previo para poder tomar posesión o acceder a cualquier cargo tanto en la empresa privada como en el sector público, deberá aportar el certificado en el que se acredite que no se encuentra reportado en el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias.
En caso de comprobarse la existencia de deuda alimentaria, el aspirante a ocupar el cargo podrá acceder o tomar posesión del mismo, pero el empleador hará los descuentos respectivos  de la nómina y los consignará a nombre del despacho judicial respectivo, hasta tanto se acredite que la deuda ha sido cancelada.
El no cumplimiento de la presente disposición por parte de los empleadores dará lugar a la imposición de multas que irán desde quince (15) hasta treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes, que serán impuestas por los mismos jueces que ordenaron la inscripción en el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias. 
Artículo 8º. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar diseñará e implementará el Registro Único nacional de deudores alimentarios.
Artículo 9º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
De los Honorables Congresistas,

     GLORIA STELLA DÍAZ ORTIZ                        ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE

Representante a la Cámara por Bogotá                           Senadora de la República

MANUEL VIRGÜEZ P.

Senador de la República
PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2009

“Por medio la cual se expiden normas sobre pensiones alimentarias, se crea el  Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias y se dictan otras disposiciones”

EXPOSICION DE MOTIVOS

La problemática de la Inasistencia Alimentaria es de grandes proporciones,  e involucra a niños, niñas y adolescentes, a padres que no tienen medios para procurarse su subsistencia, a cónyuges o compañeros permanentes, y a hijos que a pesar de llegar a la edad adulta padecen incapacidad física o mental que les impide proveer ingresos para suplir sus más básicas y sentidas necesidades.

Según información recibida de la Fiscalía General de la Nación, encontramos la siguiente estadística que confirma la amplia magnitud de la problemática:

INASISTENCIA ALIMENTARIA – CASOS RECIBIDOS ENTRE 2005 Y 2007 (PRIMER SEMESTRE) BAJO SISTEMA ACUSATORIO – LEY 906/04 Y BAJO LEY 600/00
	CASOS RECIBIDOS
	189.674
	

	CASOS CONCILIADOS
	48.010
	25.31%

	FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN O RESOLUCIÓN ACUSACIÓN
	16.209
	8.54%


Las anteriores cifras muestran la ineficacia de la acción penal para obtener el pago de las mesadas alimentarias, pues de un total de 189 mil denuncias formuladas entre los años 2005 y 2007, solamente una cuarta parte ha obtenido solución a través de la conciliación (desconociendo los parámetros de la conciliación y su efectivo cumplimiento), en tanto que han sido llamados a juicio por el delito el 8.54% de los alimentantes denunciados como incumplidos. Es decir, que más de 125 mil personas (95% de ellos menores de edad), han tenido que seguir soportando los efectos de la omisión alimentaria.
El presente proyecto persigue la implementación de un Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarías,  con el fin de agilizar y darle mayor eficacia a la labor del Estado, dirigida a garantizar la asistencia alimentaria a los niños, niñas y adolescentes de Colombia. 
La iniciativa propone:
· Fijar como requisito para otorgar o renovar un crédito ante cualquier Banco del País, la exigencia del certificado en el que se acredite que el solicitante no se encuentra reportado en el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias.

· Si del mismo surgiere la existencia de una deuda alimentaria, la entidad otorgante del crédito deberá retener el valor que aparece como reporte de deuda en el registro y depositarlo a órdenes del juzgado que hizo el reporte
· Las autoridades encargadas de expedir la credencial de cualquier cargo de elección popular en Colombia al ciudadano elegido(a) para ocuparlo, deberán exigir previamente el certificado de paz y salvo con el que se acredite que el electo no se encuentra reportado en el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarías.

· Si del reporte del Registro se lograré comprobar la existencia de deudas alimentarias por parte del elegido(a), éste no podrá recibir la credencial ni tomar posesión del cargo hasta tanto no se reciba comunicación judicial en la que se acredite que la deuda ha sido cancelada.

· La certificación también será requisito para inscribirse como candidato(a) a cualquier cargo de elección popular, observando las disposiciones constitucionales sobre inhabilidades.

· A partir de la expedición de la presente ley, todo ciudadano(a) como requisito previo para acceder o  tomar posesión de cualquier cargo tanto en la empresa privada como en el sector público deberá aportar el certificado de paz y salvo en el que se acredite su estado en el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarías.
· En caso de comprobarse la existencia de deuda alimentaria, el aspirante a ocupar el cargo podrá acceder o tomar posesión del mismo, pero el empleador hará los descuentos respectivos  de la nómina y los consignará a nombre del despacho judicial respectivo, hasta tanto se acredite que la deuda ha sido cancelada.
· El no cumplimiento de la esa disposición por parte de los empleadores dará lugar a la imposición de multas que irán desde quince (15) hasta treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes, que serán impuestas por los mismos jueces que ordenaron la inscripción en el Registro Único Nacional de Deudores de Cuotas Alimentarias. 

La protección de todos los niños y niñas es el fundamento primero de las disposiciones propuestas.

Marco constitucional y legal
La Constitución Política de Colombia ha establecido derechos fundamentales de los niños y niñas:
ARTÍCULO 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la  salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.

La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos.

Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.
El derecho de alimentos tiene origen en el deber de solidaridad que existe entre familiares, razón por la cual dicha obligación suele derivarse del parentesco, aunque también pueda serlo de un acto jurídico. En términos de esta Corporación, los fundamentos constitucionales de la obligación alimentaria son los siguientes:

“[…] la obligación alimentaria, contemplada de tiempo atrás en el Código Civil, encuentra hoy fundamentos mucho más firmes en el propio texto de la Constitución Política, particularmente en cuanto respecta a los niños (art. 44 C.P.), a las personas de la tercera edad (art. 46 C.P.), a las personas que por su condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta (art. 13 C.P.) y al cónyuge o compañero permanente (art. 42 C.P.), y es evidente que el legislador no sólo goza de facultades sino que tiene la responsabilidad de establecer las normas encaminadas a procurar el cumplimiento de los deberes a cargo del alimentante, las acciones y procedimientos para que los afectados actúen contra él y las sanciones aplicables, que pueden ser, como resulta del ordenamiento jurídico vigente, de carácter civil y de orden penal.” (Sentencia C-657 de 1997 M.P. José Gregorio Hernández Galindo).

Además del reconocimiento de la obligación alimentaría, la presente iniciativa persigue que la  garantía de la Dignidad Humana de los alimentarios no sea conculcada, sino que cada día sea mayormente asegurada, porque innegablemente este principio y derecho fundamental también es vulnerado de forma simultánea cuando los alimentos no son concedidos.

Entre los particulares, dicho deber se ubica en forma primigenia en la familia, dentro de la cual cada miembro es obligado y beneficiario recíprocamente, atendiendo razones de equidad. Una de las obligaciones más importantes que se generan en el seno de una familia es la alimentaria, cuyo origen ha explicado la Corte en los siguientes términos:
"La sociedad colombiana, fiel a sus ancestrales tradiciones religiosas, sitúa inicialmente en la familia las relaciones de solidaridad. Esta realidad sociológica, en cierto modo reflejada en la expresión popular "la solidaridad comienza por casa", tiene respaldo normativo en el valor dado a la familia como núcleo fundamental (CP. art. 42) e institución básica de la sociedad (CP. art. 5). En este orden de ideas, se justifica exigir a la persona que acuda a sus familiares más cercanos en búsqueda de asistencia o protección antes de hacerlo ante el Estado, salvo que exista un derecho legalmente reconocido a la persona y a cargo de éste, o peligren otros derechos constitucionales fundamentales que ameriten una intervención inmediata de las autoridades (CP art. 13).
De igual manera, la Corte Constitucional ha señalado que:

“La obligación alimentaria, además, se subordina al principio de proporcionalidad en la medida en que su imposición consulta la capacidad económica del alimentante así como la necesidad concreta del alimentario.” 

(Sentencia C- 875 de 2003 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra)
 “...la obligación alimentaria, no es solamente una prestación de carácter económico, sino, especialmente, una manifestación del deber constitucional de solidaridad
 y de responsabilidad, fundadas, de una parte, en la necesidad del alimentario y en la capacidad del alimentante, y, de otra, en la libre determinación de constituir una familia y de elegir el número de hijos que se desea procrear
.” (Sentencia C-011 de 2002 M.P. Alvaro Tafur Gálvis)

Este conjunto de razones lleva a convocar al Congreso de la República a asumir decisiones efectivas para que los niños y adolescentes Colombianos puedan encontrar herramientas que les permitan acceder de manera eficaz a sus derechos fundamentales.
Impacto Fiscal
La presente iniciativa no ordena gasto adicional ni tampoco otorga beneficios tributarios, por lo tanto esta iniciativa no genera impacto fiscal.

De los Honorables Congresistas,

    GLORIA STELLA DÍAZ ORTIZ                             ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE
Representante a la Cámara por Bogotá                              Senadora de la República
MANUEL VIRGÜEZ P.

Senador de la República.
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�“(..) No difiere de las demás obligaciones civiles, ella presupone la existencia de una norma jurídica y una situación de hecho, contemplada como supuesto capaz de generar consecuencias de derecho. Su especificidad radica en su fundamento y finalidad, pues dicha obligación aparece en el marco del deber de solidaridad, que une a los miembros más cercanos de la familia, y tiene por finalidad la subsistencia de quienes son sus beneficiarios.”  (...) En síntesis cada persona debe velar por su propia subsistencia y por la de aquellos a quienes la ley le obliga, pues el deber de asistencia del Estado es subsidiario (...)”-sentencia C-1064 de 2000-, en igual sentido C-125 de 1996.


� Sentencia C-1064 de 2000.
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